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	Presentación

			Para el mundo, Chile es un país privilegiado por la abundancia de recursos naturales que proveen los diversos ecosistemas nativos presentes en toda su extensión. A pesar de que históricamente estos han sido sometidos a fuertes alteraciones provocadas por el ser humano, aún mantienen sus dinámicas naturales, proporcionando importantes bienes y servicios que permiten vivir a una sociedad que en su mayoría los desconoce. Sin embargo, para los ojos del Estado de Chile, esta privilegiada ventaja ha sido tergiversada, entendiéndose como una oportunidad para explotar recursos naturales de manera indiscriminada hasta agotarlos. El retorno de utilidades a corto plazo ha marcado la pauta del desarrollo económico de Chile, desestimándose cualquier opción de desarrollo integral y con proyección que genere beneficios para los territorios. Precisamente esto último es lo que caracteriza al modelo forestal instaurado desde comienzos de la dictadura.

			La Agrupación de Ingenieros Forestales por el Bosque Nativo (AIFBN) se inserta nuevamente en la discusión del sector forestal con la segunda versión de «Hacia un Nuevo Modelo Forestal en Chile». En este libro ha trabajado un enorme grupo de personas, incluso personas que no son parte de la organización, pero que comparten nuestros principios. Este esfuerzo trasciende el planteamiento de un pequeño grupo de ingenieros (as) forestales: es un proceso de discusión participativa y descentralizada de casi dos años de trabajo. Esta nueva propuesta se consolida tras un largo camino que se inicia el año 2011, donde el aprendizaje y experiencia adquirida permitió la elaboración de una propuesta vanguardista, constructiva y alternativa al actual modelo forestal, el que se caracteriza por fomentar un desarrollo forestal unidireccional, sin innovación, obsoleto, poco equitativo e inconsciente de las realidades territoriales y de cualquier otra forma de desarrollo que no siga sus principios.

			Quienes defienden este modelo argumentan que el crecimiento macroeconómico es el reflejo del éxito del sector forestal. Sin embargo, si entendemos el concepto éxito como un estado de bienestar y satisfacción, podemos decir que las externalidades negativas generadas por el sector forestal en el ámbito social y ambiental no pueden calificarse como exitosas, sino más bien como un rotundo fracaso. La carencia de ordenamiento territorial está acorralando y coartando el desarrollo de las comunidades locales, donde la destrucción y degradación de ecosistemas nativos promovida por intereses económicos ha acentuado el impacto de las sequías e incendios forestales. Esta situación no solo ha provocado la pérdida de biodiversidad sino que también contaminación, migraciones, pérdida de cultura e identidad, desempleo y pobreza, detonando una serie de conflictos territoriales con quienes resisten en el territorio o quienes no tienen oportunidades de migrar, como es el caso de las comunidades rurales e indígenas. La sociedad chilena tiene que saber que el actual modelo forestal no da para más y que su estructura rígida y acotada no podrá hacer frente a desafíos complejos como la adaptación y mitigación al cambio climático y el avance de la desertificación. 

			Como Agrupación de Ingenieros Forestales por el Bosque Nativo (AIFBN) creemos que el debate en torno al cambio de paradigma del sector forestal es urgente y necesario, pues la gestión integral de los recursos naturales y el desarrollo de gobernanza territorial local es un tema de seguridad nacional. El título Desafíos climáticos, sociales
y ambientales apunta a este cambio de paradigma en el sector forestal, donde se realiza un amplio diagnóstico del modelo actual y se entregan propuestas que creemos permitirán alcanzar el camino hacia su implementación, centrada en visibilizar a la gente en los territorios, el fomento del desarrollo a escala local, la protección, restauración y el manejo de ecosistemas nativos, la regulación del establecimiento y manejo de plantaciones forestales, fomentar procesos de gobernanza y fortalecer la educación y el conocimiento en materia forestal. 

			«Chile necesita un Nuevo Modelo Forestal» es la respuesta para enfrentar los desafíos que se proyectan para el país, impulsando la seguridad nacional como base para lograr el bienestar de sus habitantes y la conservación de sus ecosistemas naturales.

			Pablo Parra Soto
Presidente AIFBN
Agrupación de Ingenieros Forestales
por el Bosque Nativo


Introducción

			La Agrupación de Ingenieros Forestales por el Bosque Nativo (AIFBN) suma ya prácticamente un cuarto de siglo de existencia y por tanto está en condiciones de preguntarse por las razones más profundas de su trabajo y su sentido trascendente. ¿Por qué nos hemos agrupado y ofrecemos un esfuerzo voluntario por una causa colectiva? Aventurarse a responder esta interrogante implica riesgos de comprensión a una obra humana como ésta, pero sí podemos asegurar que nos une la convicción de un profundo amor por el patrimonio natural y cultural de Chile, sus ciudadanos y su diversidad. Creemos que las particularidades de los bosques y su gente son una ofrenda que es necesario proteger e impulsar para el bien de toda la humanidad.

			Asumir la responsabilidad de promover el manejo, la conservación y el uso sustentable del bosque desde la ciencia, la academia, la ingeniería, la gestión directa de las comunidades rurales e indígenas y en las localidades con sus dirigentes, ha posibilitado adentrarnos en actividades de monitoreo forestal, forestería comunitaria, educación ambiental, y realizar estudios, investigaciones y asumir posiciones técnicas que nos han permitido debatir y participar en diversas mesas de trabajo de nivel nacional y regional, en donde hemos planteado nuestros puntos de vista y propuestas en materias de políticas, legislación y gestión pública.

			Durante el año 2011 publicamos el libro denominado Hacia un Nuevo Modelo Forestal. Propuestas para el Desarrollo Sustentable del Bosque Nativo y el Sector Forestal en Chile, en el cual expusimos un profundo diagnóstico del sector forestal chileno, los efectos de las políticas aplicadas a través de la historia y las consecuencias que la desregulación del uso de los bosques nativos ha tenido en su deterioro permanente. Asimismo, da cuenta de cómo las prácticas basadas en la extracción de los modelos industriales de plantaciones forestales han disminuido su superficie y de cómo han afectado negativamente a las poblaciones locales y comunidades indígenas. A partir de este diagnóstico, propusimos lineamientos que diseñan las orientaciones que permitirían transitar con gradualidad hacia un Nuevo Modelo Forestal. 

			Desde la perspectiva del tiempo transcurrido, los precarios avances en lo sustancial y la experiencia adquirida, se nos hace imperativo persistir, persuadir y exigir un transitar con algún grado de urgencia hacia un nuevo estadio del desarrollo forestal del país. Para ello ponemos a disposición nuestras propuestas revisadas y actualizadas en el entendido de que contribuirán a un diálogo abierto e informado al interior de la sociedad.

			Entre otras propuestas, destacamos la necesidad de implementar un ordenamiento territorial; tomar medidas para hacer frente a los efectos de la crisis climática; considerar a las cuencas hidrográficas como unidades de manejo e iniciar procesos de naturalización de las plantaciones para que contribuyan con servicios ecosistémicos que hoy no tienen. Adicionalmente, revalorizamos la importancia estratégica de los bosques nativos para el país y que su permanencia y acrecentamiento es vital para la seguridad nacional, entendida en una acepción más amplia y moderna que incluye, además, evitar los riesgos ambientales, contribuir a la gobernanza y proporcionar a la población las condiciones de protección, tranquilidad y colaboración necesarias para poder vivir y prosperar en paz. En este sentido, los aportes estratégicos de los bosques dicen relación con generar energía renovable (dendroenergía), mejorar el abastecimiento, la calidad y la distribución del agua para consumo humano, contribuir directamente a la seguridad alimentaria, evitar procesos erosivos violentos de los suelos y mantener la reserva en biodiversidad intacta, es decir, proporcionar de manera estable energía, agua, alimentos, medicinas, riqueza ambiental, descanso, recreación, espiritualidad y contacto necesario con la naturaleza. No es exagerado señalar que la ausencia de estos elementos básicos en la vida humana puede constituir el germen de conflictos sociales y bélicos de indeterminados alcances, como ya se evidencia en el Medio Oriente.

			¿A quiénes dirigimos nuestro quehacer? A la sociedad, a los actores involucrados, y por sobre todo a quienes toman decisiones en el ámbito ejecutivo, legislativo y comunal. Estamos ciertos de que la discusión sobre los bosques y su sobrevivencia está íntimamente ligada al desarrollo político y económico global de la nación. En este tema, es relevante la discusión de una nueva Constitución Política que defina la relación entre el valor de uso público de bienes de importancia colectiva versus la propiedad privada, que otorgue un nivel prioritario a la protección de los ecosistemas naturales y que dichos postulados se expresen en el instrumental de la descentralización administrativa, desarrollo territorial, usos del suelo y la educación ambiental, entre otras áreas entrelazadas y contribuyentes al futuro de los bosques.

			Aspiramos a que nuestros aportes puedan desplegar un espacio de debate y llegar a institucionalizarse en orientaciones, políticas, leyes y en la gestión pública en el marco del Estado de Derecho. Aspiramos en lo sustancial a que los bosques contribuyan de manera creciente al bienestar de las personas mediante la generación sustentable de bienes y servicios y respeto a la diversidad cultural. Con esta nueva publicación perseguimos ir al encuentro de un amplio público y a todos los multiactores e interesados en estas materias. Somos voluntarios por una causa justa y por ello nos ponemos a disposición para abrir un diálogo informado, amplio y participativo. De esta manera, queremos evitar que sea solo un segmento pequeño de la sociedad –«la élite y los expertos»– quienes discutan y decidan sobre la importancia y el futuro de los bosques y por ende de nuestro propio país.

			Agrupación de Ingenieros Forestales
por el Bosque Nativo, AIFBN.
www.bosquenativo.cl


Justificación de la nueva propuesta

			Nuestro planteamiento referido a la urgente necesidad de introducir un profundo cambio al modelo económico que nos rige, basado en las doctrinas del neoliberalismo e impuesto durante la dictadura militar, está abordado en el libro que publicamos en 2011 bajo el título Hacia Un Nuevo Modelo Forestal: Propuestas para el Desarrollo Sustentable del Bosque Nativo y el Sector Forestal en Chile. En el diagnóstico, mencionamos que el decreto ley N°701 de 1974 ha incentivado y subsidiado extensas superficies de plantaciones, especialmente pinos y eucaliptos, las que junto con generar gran riqueza, han provocado serios impactos ambientales y sociales con nulo crecimiento de las economías locales: el sector rural forestal de las regiones del Maule hasta la Araucanía registra los más altos niveles de pobreza y una gran concentración económica que ha dejado en el olvido al bosque chileno y su proceso de deterioro y destrucción.

			Sobre la marcha, y transcurridos ocho años desde la entrega de dicha publicación, estamos en condiciones de reconocer algunos avances recientes que se han concretado, ya sea por las presiones de las comunidades vecinas o por las exigencias de la Certificación Forestal FSC, que posibilita a la industria forestal acceder a nuevos mercados internacionales. También es posible apreciar que el escenario planteado en 2011 se ha agravado, sumándose serios problemas de carácter estratégico y geoclimáticos como las escasas precipitaciones, prolongadas sequías, la insuficiencia de agua y las altas temperaturas como indicadores del cambio climático, que sin ninguna duda facilitaron los megaincendios registrados en la zona centro-sur del país en 2016/17. En los últimos años, los incendios forestales y la falta de agua aceleraron la crisis.

			En el contexto internacional, sin ninguna duda, el mundo llegó a los límites del crecimiento anunciado por Meadows, Randers y Behrens en 1972 en su informe al Club de Roma1. Si observamos en forma crítica los aspectos ambientales y sociales, es posible apreciar que han primado los intereses económicos y la falta de compromisos para materializar grandes acuerdos globales, generando una pérdida de responsabilidad que se verifica en una progresión cada vez más descontrolada del cambio climático y sus implicancias en los ecosistemas forestales, nuestra área de preocupación. El acuerdo de París en la COP 21 (2015) muestra que estamos muy lejos de entender la necesidad de cambios profundos de paradigmas. Pese a esta crisis que tiene alcances no solo económicos y políticos sino también impactos en toda la humanidad y el planeta, aún no se visualizan compromisos, siendo este uno de los retos más complejos nunca antes enfrentados a nivel global. Tomando en cuenta este contexto, reafirmamos que nuestras propuestas tienen plena vigencia. Dicha convicción nos incentiva a continuar nuestro quehacer referido tanto a la construcción de alternativas que nos lleven al «qué hacer» y a definir con mayor claridad «cómo avanzar».

			El objetivo del modelo actual buscó maximizar el aprovechamiento del suelo bajo una lógica de alta rentabilidad hacia los controladores financieros, pero no de contribuir a un desarrollo local integral. La tasa de plantaciones de rápido crecimiento se elevó fuertemente, produciendo altos volúmenes de materia prima disponible para la expansión de la industria de la celulosa, que la Corporación de Fomento de la Producción, CORFO, había iniciado en la década de los años sesenta. Esta política dio sus frutos porque a través del Decreto Ley N° 701 de 1974, implementado al inicio de la dictadura militar, se aumentó la superficie de unas 400.000 hectáreas en 1973 a casi los 3 millones de hectáreas de plantaciones en la actualidad (2019).

			Las estadísticas macroeconómicas dejan ver este impacto en el sector forestal y su aporte a la economía chilena. En 2017, la producción, las inversiones y las exportaciones ascendieron a los 6 mil millones de dólares. Tras este éxito macroeconómico y su concentración económica se encubren varios efectos negativos en los territorios forestales, siendo posible apreciar su debilidad a partir de los años ochenta. A continuación, algunos de ellos:

			
					La disminución de la superficie y degradación de los bosques nativos continuaron, aunque a un ritmo menor. La Ley N° 20.238 de Recuperación del Bosque Nativo de 2008 –cuya tramitación demoró 16 años en el Congreso–, no tuvo efectos significativos en su recuperación y manejo, y en los hechos abandona a su suerte a miles de pequeños y medianos propietarios que viven en territorios forestales.

					Desde los años noventa, las comunidades campesinas e indígenas y pueblos rurales vienen expresando su descontento y queja por los impactos ambientales y sociales que originan los extensos monocultivos de pinos y eucaliptos. Entre ellos, destacan problemas de agua, biodiversidad, aplicación de químicos, mortandad de abejas, paisajes negativos con las grandes talas rasas, emigración hacia los pueblos, entre otros. En la actualidad, agravado por el cambio climático, el problema del agua manifiesta una seria crisis.

					A fines de los años noventa, el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) proporciona las cifras del Índice de Desarrollo Humano en Chile, que considera indicadores de ingresos, salud y educación de todas las comunas del país, apreciándose que aquellas con grandes áreas de plantaciones forestales presentan los índices más bajos, a pesar de la enorme riqueza económica generada. Confirman esta realidad, los resultados de la encuesta CASEN, que dejan ver las cifras de ingresos familiares más postergados en las regiones de Biobío, Maule y la Araucanía.

					En los territorios de la Araucanía, las grandes empresas forestales han agravado con sus plantaciones la situación de conflictividad con el pueblo mapuche que los sucesivos gobiernos democráticos no han tenido la voluntad política de resolver. El conflicto más bien se ha ido acentuando y agudizando con el paso de los años.

					Los grandes incendios forestales que han quemado un pueblo entero y han cobrado numerosas vidas humanas están latentes y dan cuenta de que el ordenamiento del uso de los territorios en las zonas de plantaciones es inexistente, dejando al descubierto la gran vulnerabilidad del modelo de plantaciones producidas sin planificación territorial.

					La concentración de la producción y del poder comprador de materia prima por dos grandes empresas ha generado un monopolio que ha arruinado a la pequeña y mediana industria forestal (PyMEs.) Numerosos aserraderos pequeños han cerrado.

			

			Estos son los efectos más importantes que, agravados por la crisis climática, han puesto en duda la seguridad y sostenibilidad del sector forestal. La Política Forestal explícita propuesta por el Consejo de Política Forestal (cuerpo colegiado público-privado-académico) no ha abordado los problemas mencionados, los que tampoco han sido asumidos en su totalidad por los sucesivos gobiernos. 

			Dos procesos complejos avanzan velozmente en el territorio forestal: el aumento de la vulnerabilidad sobre la vida de las personas y el descenso de la posibilidad para sustentar la vida que en ellos habita. El sistema de mercado no ha sido capaz de resolver los problemas socioambientales de mediano y largo plazo del sector, y los gobiernos no han jugado su rol orientador y regulador, debiendo haber sido mucho más efectivos. La seguridad nacional no solo comprende un alcance referido a la defensa de nuestras fronteras y combate al delito organizado, sino que también debiera ampliarse a tópicos en torno a la seguridad de las personas frente a una situación que cada día se torna más crítica.

			Reflejan un problema de seguridad nacional el déficit de agua que afecta a las comunas forestales y que obliga a las municipalidades a gastar miles de millones de pesos en su distribución, el latente peligro de grandes incendios forestales que amenaza a pueblos enteros, la falta de voluntad para resolver el problema de la Araucanía a través de un diálogo y sin respuestas represivas, y el impacto en el mundo rural originado por las grandes plantaciones. 

			Nuestra propuesta no pretende hacer borrón y cuenta nueva ni tampoco proponer de inmediato un cambio hacia un nuevo modelo, pero sí plantea iniciar acciones que impulsen al sector decididamente hacia una nueva visión del desarrollo forestal entre los marcos de los límites del crecimiento, priorizando a las comunidades y sus territorios.

			

			
				
					1	D. Meadows, D. Meadows, J. Randers, W Behrens III. The Limits to Growth. London: Potomac Associates Book, 1972.

				

			


		
			Capítulo 1

			El sector forestal y la seguridad nacional

			La sorprendente vulnerabilidad de la sociedad chilena ante los cambios ambientales

			Desde hace mucho, los organismos internacionales vienen denunciando con preocupación dos fenómenos graves relacionados con los bosques naturales de Chile: se refieren a la deforestación y a la degradación. Cuando nos situamos en nuestro país y nos hacemos preguntas respecto del rol e importancia de los bosques y las plantaciones forestales y la forma en que se gestiona el llamado «sector forestal», reconocemos que el tema no logra permear a la ciudadanía, manteniéndose más bien en un ámbito académico, algunas comisiones parlamentarias, subcomisiones gubernamentales de turno y organizaciones no gubernamentales y agrupaciones ambientalistas. Es por ello que desde una perspectiva ciudadana vale la pena preguntarse:

			¿De acuerdo a la situación de los bosques nativos, formaciones vegetacionales y plantaciones artificiales, su estado actual, la forma en que se gestionan y la proyección de estos, los ciudadanos tienen la certeza de avanzar a mayores niveles de seguridad y tranquilidad en el desarrollo de sus vidas y sus comunidades locales? Manteniendo las mismas consideraciones, también es legítimo preguntar: ¿percibe usted una mayor amenaza sobre sus formas de vidas individual y comunitaria en los territorios que habita?

			Los bosques se relacionan de muy diversas formas con la sobrevivencia de la humanidad. En un escenario de cambio climático, a modo de ejemplo, mencionaremos solo dos aspectos: sequía e incendios forestales. Hoy, desafortunadamente, nadie discute su imprescindible función en la producción y mantención de las aguas. ¿Se podría pensar un futuro en donde las ciudades se queden sin agua para el consumo humano? La respuesta se evidenció en agosto de 2018 en Ciudad del Cabo, la segunda ciudad en importancia de Sudáfrica, que estuvo cerca de transformarse en la primera ciudad del mundo sin agua corriente para el suministro diario de su población de cuatro millones de habitantes. Una drástica sequía de tres años y la duplicación de su población en 20 años la arrastró a una situación insostenible, aunque finalmente superó la problemática. Todo partió cuando las autoridades restringieron el uso de este recurso debido a la baja de los niveles. El racionamiento que comenzó en 2017, con 87 litros por persona por día, llegó a principios de 2018 a un límite de 50 litros; un recorte muy importante, considerando que antes de esta crisis los habitantes de la urbe usaban entre 250 y 350 litros por persona al día. Las noticias de la prensa daban cuenta de que los residentes de dicha ciudad habían empezado a ducharse dentro de cubos, reteniendo el agua para reutilizarla más tarde. Asimismo, el agua de la lavadora... parecía que en esta ciudad ese futuro apocalíptico que parece lejano había llegado. La situación, junto con provocar pánico, significó una caída en las reservas turísticas.

			Nuestro país sufre actualmente una grave crisis de sequía cuyo aumento en la duración y frecuencia se debe en gran parte a la disminución de las lluvias producto del cambio climático y otorgamiento de los derechos de aprovechamiento de aguas. Desde 2010 al 2017, en la última larga sequía registrada en la zona sur, se notaron algunos cambios en cuanto a su profundidad, duración y efectos. De pronto, cientos de miles de personas quedaron sin disponibilidad de agua potable y sin agua para sus cultivos y animales. Los responsables administrativos implementaron acciones paliativas, pero ello no superó la preocupación surgida entre los afectados. La distribución de agua para el consumo humano en camiones les dejó la sensación de una pérdida en el control sobre el normal abastecimiento del vital elemento, así como sobre el clima, el medio ambiente y, en definitiva, el control sobre sus vidas. 

			Cuando un sujeto o sistema está expuesto a amenazas, a su predisposición intrínseca a ser dañado se le denomina vulnerabilidad. «La vulnerabilidad, en otras palabras, es la predisposición o susceptibilidad física, económica, política o social que tiene una comunidad de ser afectada o de sufrir daños, en caso de que un fenómeno desestabilizador de origen natural o antrópico se manifieste» 2. 

			No olvidemos que millones de personas viven en el centro y centro-sur de Chile, y por tanto están en el epicentro de las crecientes incertidumbres y ya han vivido las consecuencias producto de los dos fenómenos catastróficos mencionados anteriormente. Los efectos, que resultan significativos en sus vidas, han impactado en sus condiciones básicas y en el desarrollo cultural y social al cual tienen derecho. Nuestra percepción es que la vulnerabilidad de la población chilena aumenta entre las regiones de Coquimbo a Los Lagos, donde se concentra el 85% de la población del país, toda la industria forestal asociada a las plantaciones y el 50% de los bosques nativos. 

			La Dirección General de Aguas (DGA) reconoce cinco decretos vigentes de escasez para 61 comunas afectadas por sequía, lo que involucra al 14,9 por ciento de la población del país. De acuerdo con la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios A.G., del total de los recursos hídricos utilizados anualmente en el país, la industria sanitaria usa sólo el 5% para el consumo de 4,7 millones de hogares. En consecuencia, el principal uso del recurso está radicado en la agricultura, seguido de lejos por la industria manufacturera y la minería. 

			Se perciben como causas de la escasez hídrica no solo al cambio climático –que es difícil de responsabilizar–, sino que también un sobreúso de los recursos acuíferos, una falta de planificación territorial con enfoque de cuencas y un Código de Aguas que limita la definición a un bien transable, situación que permite la especulación de los derechos de agua. La amenaza, en el caso de los bosques y plantaciones, se expresa mayoritariamente en la manera errónea o negligente de manejarlos e interactuar con ellos.

			Los megaincendios forestales registrados en los últimos años también están dando cuenta de una vulnerabilidad que ha alcanzado dimensiones trágicas, destruyendo bosques, plantaciones y poblados enteros. Lo sucedido entre el 18 de enero al 5 de febrero de 2017, se puede describir como una tormenta de fuego extrema, con propagaciones ultrarrápidas de hasta 8.200 ha/hora y con intensidades caloríficas excepcionales de más de 60.000 kW/h. Según el informe evacuado por los expertos de la Unión Europea presentes en dicho episodio, las causas subyacentes fueron la meteorología extrema y el alto estrés hídrico de la vegetación, a consecuencia de una prolongada sequía. Como factor coyuntural añadido, se puede considerar que la situación de bloqueo anticiclónico entre las altas presiones del océano Pacífico y la cordillera de los Andes, durante los días precedentes, habría acumulado energía para desencadenar los acontecimientos en la tarde-noche del 25 al 26 de enero de 2017. Otro factor desconocido fue la alta simultaneidad, más de 100 incendios y los vientos locales que se registraron entre 100 a 130 km/hora. 

			Los expertos denominaron a este fenómeno «incendios de 6a generación». Cabe preguntarse si estos se repetirán, y la respuesta apunta a señalar que lo más probable es que así sea. Durante el mes de julio de 2018, este tipo de eventos se trasladó a Europa, específicamente a la costa oriental de la región de Ática, en Grecia. La tragedia cobró 91 víctimas fatales, detectándose como causalidad una zona urbanizada sin control en medio de un bosque de pinos, la ausencia de planes de evacuación y los fuertes vientos. 

			Por un lado y por el otro, no cabe duda de que la pérdida silenciosa de las precipitaciones, el aumento de las temperaturas, el déficit hídrico y los grandes incendios forestales nos llevan, como país, a un escenario de alto riesgo y en el cual no se vislumbran políticas, lineamientos o acciones tendientes a modificarlo. No se ha incrementado significativamente el manejo de los bosques nativos ni se han equilibrado ecosistemas aumentando su biodiversidad. Tampoco se han detenido los procesos de degradación y deforestación y no se recupera la capacidad de producción de aguas en calidad y cantidad.

			Uno de los efectos se está haciendo público con noticias de los medios de comunicación referidos a los desplazamientos de personas y poblaciones que dan cuenta de una de las peores formas de migración: navegan en precarias embarcaciones, como aquellos que desde el continente africano intentan llegar a las costas de Europa, o aquellos que durante el 2018 marcharon a pie por Centroamérica, conformando una caravana de 7.000 migrantes que se dirigieron a Estados Unidos a través de México, a pesar de que comenzó con unos cientos que salieron de San Pedro Sula, en el norte de Honduras.

			Según el Informe 2018 de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), dependiente de Naciones Unidas, los factores que subyacen a la migración son numerosos y muchos están relacionados con la prosperidad económica, la desigualdad, la demografía, la violencia y los conflictos, así como el cambio ambiental, ya sea por deforestación, aumento drástico de temperaturas, sequías, desertizaciones de los terrenos donde trabajaban, inundaciones, huracanes, tifones y subida del nivel del mar, entre otros. Aunque la gran mayoría de las personas se desplaza fuera de su país por razones relacionadas con el trabajo, la familia y los estudios, muchas de ellas abandonan sus hogares y sus respectivos países debido a otras razones imperiosas; entre ellas, por ejemplo: conflictos políticos, persecuciones y desastres. En definitiva, el último eslabón de la vulnerabilidad a la que se enfrentan las poblaciones probablemente sean las migraciones del peor tipo en la forma de desplazamientos o como refugiados.

			Esta es la razón de por qué se postula al manejo y la conservación del bosque, basados en un ordenamiento territorial, y la puesta en el centro de las preocupaciones a las personas y su ineludible relación con los bosques o la vulnerabilidad que les genera la ausencia o deterioro de estos. Proteger a los habitantes tempranamente de estos fenómenos es un enfoque netamente de seguridad nacional para Chile, el cual requiere reconocer y proteger las funciones de las formaciones boscosas, proteger y restaurar las cuencas hídricas y mantener el equilibrio de los ecosistemas que conviven con la población.

			De la revisión del Libro de la Defensa Nacional de Chile 2017, publicado por el Ministerio de Defensa Nacional, constatamos varias coincidencias en estas materias. En el capítulo VI de dicha publicación, referido a la conformación del Consejo de la Sociedad Civil del Ministerio de Defensa Nacional (COSOC-MINDEF), en 2015 se definen, entre sus prioridades de mediano plazo:

			
					«Fortalecer y promover el paradigma de la seguridad humana en la Política de Defensa Nacional.

					«Contribuir a una adecuada adaptación de la Defensa Nacional ante los nuevos desafíos de seguridad humana que emanan de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. El año 2015 culminó la agenda de las Naciones Unidas conocida como «Objetivos de Desarrollo del Milenio», y en su reemplazo durante 2016 se puso oficialmente en marcha la agenda de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (o sustentable.) Se trata de 17 objetivos globales que apuntan a erradicar la pobreza y proteger el planeta. Cada objetivo considera metas que deben alcanzarse al 2030.

					«Incentivar la participación de la Defensa Nacional en situaciones de catástrofe, ya sea a nivel nacional e internacional y en colaboración con los organismos civiles pertinentes».En este contexto de riesgo de la población y deterioro significativo de las condiciones ambientales principales, como son el clima y el régimen de precipitaciones, se instalan y proyectan nuevos desafíos importantes para la seguridad de la población y la sociedad que implican ampliar el uso del concepto de la Seguridad Nacional a los temas base, como son el agua, los alimentos, las cuencas y los bosques.



			

			

			
				
					2	Omar Darío Cardona, La Necesidad de Repensar de Manera Holística los Conceptos de Vulnerabilidad y Riesgo, 2002.

				

			

		


		
			Capítulo 2

			Instrumentos y nuevos desafíos

			a) Ordenamiento territorial

			Tras la llegada de los europeos, la historia de los bosques nativos de Chile está marcada por el fuego como herramienta principal para habilitar el uso agropecuario en la zona centro-sur, y en el norte como combustible para la minería. La entrega de parcelas a los colonos estaba condicionada a la «limpia» o «roce» a fuego de los densos bosques, para convertirlos en praderas o tierras arables; una tragedia porque se consideraron un obstáculo para el desarrollo, según sostiene Luis Otero en su libro La huella del fuego. Historia de los bosques nativos. Poblamiento y cambios en el paisaje del sur de Chile.

			La página del Ministerio de Agricultura (alternativas quemas)3 que informa sobre estas quemas de bosques que hubo a fines del siglo XIX, menciona que entre 1920 y 1940 fueron destruidas alrededor de 2,8 millones de hectáreas en la provincia de Aysén, y en el mismo período, a nivel de país, los bosques, que originalmente cubrían aproximadamente 28 millones de hectáreas, se redujeron a 13 millones de hectáreas.

			Desde 1871, el Ministerio de Relaciones Exteriores y Colonización, que luego pasó a denominarse Ministerio de Tierras y Colonización, fue el organismo responsable de la ocupación de tierras y el avance de la frontera agrícola. La destrucción fue de tal magnitud que originó la primera ley de bosques, que definió qué es un bosque y prohibió el roce descontrolado como método de explotación. Sin embargo, hasta fines del siglo pasado esta técnica continuaba siendo una herramienta destinada a la habilitación de terrenos para la agricultura, la ganadería y la sustitución de bosques nativos por plantaciones forestales.

			Recordamos en forma resumida esta historia para mostrar la importancia que tenía el fuego como herramienta para el desmonte y la habilitación agrícola y finalmente en la formación del paisaje, una historia que se refleja en la propia legislación o, mejor dicho, en la ausencia de una legislación coherente. Miguel Castillo Soto et al.4, ingeniero forestal, académico e investigador, escribe al respecto: «Las tradiciones en el uso de la tierra también condicionan en gran medida la ocurrencia ancestral de los incendios, que lleva consigo tradiciones y formas de vida que coexisten con el avance demográfico y en la creciente demanda de bienes y servicios derivados».

			La desaparición de los bosques también en suelos frágiles causó durante el siglo pasado la degradación y fuerte erosión de los suelos, específicamente en la Cordillera de la Costa, donde además se cultivan cereales en sitios con mucha pendiente.

			Para enfrentar la excesiva erosión y buscar alternativas viables se cultivaron, a partir de inicios del siglo XX, las primeras plantaciones forestales con especies exóticas, que luego de la introducción del Decreto Ley N° 701, en el año 1974, se expandieron hasta llegar a casi tres millones de hectáreas en 2019. Estos paisajes han invadido comunas hasta topar pueblos y ciudades que también se extienden con el crecimiento de la población. Un ejemplo se observa en Curanilahue, donde el 94% de la superficie de la comuna está cubierta mayoritariamente por plantaciones forestales5.

			El paisaje forestal actual de la zona centro-sur de nuestro país está dominado por grandes extensiones homogéneas de plantaciones forestales y la pérdida de bosques nativos, incluyendo las quebradas y los márgenes de los ríos y mares. Esto causa un fraccionamiento del paisaje actual, afectando seriamente la biodiversidad y funciones ecosistémicas, además de interrumpir la biogeografía del paisaje natural marcado por una alta diversidad en pocos kilómetros, especialmente entre la VI y IX Regiones.

			Herramientas de planificación

			El gran desafío en los tiempos del cambio climático y la escasez de agua es ordenar el territorio de tal manera que permita la restauración de ecosistemas frágiles y amenazados, las cuencas hídricas, producir bienes y crear un ambiente de bienestar para todos. La tarea requiere de la participación de todos los actores y el reconocimiento de las limitaciones naturales del paisaje a intervenir.

			Según la definición de la Organización de Naciones Unidas para la Alimentación, FAO, el Ordenamiento Territorial (OT)6 permite organizar el uso, aprovechamiento y ocupación del territorio sobre la base de sus potencialidades y limitaciones, teniendo en cuenta las necesidades de la población y las recomendaciones generadas por todos los instrumentos de planificación y gestión7. Dicho concepto legalmente no existe en Chile8. Lo que sí existe es una Planificación Territorial cuya aplicación es más bien deficiente, ya que se le ha tratado como una función pública o potestad específica con el objetivo de responder a una ordenación racional del espacio a nivel regional. En un sentido amplio, esta responsabilidad recae en la función de los gobiernos regionales, quienes disponen de diversos instrumentos de planificación territorial, entre ellos, los previstos en la Ley General de Urbanismo y Construcción, cuyas falencias radican en que se basan en una «visión urbana». Los niveles de planificación de las ciudades se han centrado mayormente en consideraciones ambientales, a la luz de la Evaluación Ambiental (Ley N° 20.417), reconociendo los aspectos legalistas para que no entren en conflicto con las normas ambientales vigentes. Esto significa que no consideran el aspecto holístico del medio ambiente y la condición de las personas de acuerdo a sus derechos constitucionales. Para el Ministerio de Vivienda y Urbanismo (MINVU), el ordenamiento territorial se resume en la planificación urbana y de las áreas de influencia de estos centros poblados, y para el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) en una acción destinada a evitar el avance urbano sobre suelos de calidad agrícola. 

			En concreto, el vacío legal impide su aplicación condicionada por las funciones ecosistémicas de los territorios a nivel del paisaje en las (macro) cuencas hídricas. Utilizando la definición del Convenio Europeo del Paisaje, se entiende por este a «cualquier parte del territorio tal como lo percibe la población, cuyo carácter sea el resultado de la acción y la interacción de factores naturales y/o humanos»9.

			La crisis de los incendios de 2017 nos develó como país no sólo los implacables e inminentes efectos de extremas sequías, sino que además nos obliga a detenernos y preguntarnos: ¿qué tan preparados estamos para enfrentar los efectos del cambio climático en las comunidades ecológicas en Chile, y en particular en los sistemas naturales altamente amenazados, como los son, por ejemplo, los bosques nativos en medio de una matriz de grandes extensiones de plantaciones forestales de monocultivos de especies exóticas? 

			¿De qué herramienta disponemos para el resguardo de los territorios y sus ecosistemas naturales, a fin de protegerlos y asegurar su continuidad y biodiversidad frente a las actuales amenazas del cambio climático, la sequía y los incendios forestales? 

			Propuestas de ordenamiento territorial

			Desde la óptica actual de ordenamiento del territorio, la probabilidad de repetición de tragedias es muy alta, incluso en formas más graves, y por ello es urgentemente necesario implementar herramientas de planificación a nivel territorial a lo menos en la interfaz urbano-rural y los paisajes dominados por plantaciones forestales.

			El Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) debería ser considerado en el ámbito del creciente riesgo de los incendios forestales. José Aylwin, abogado especialista en derechos humanos y pueblos indígenas, observa sobre los impactos de los incendios forestales en un contexto de ausencia de este instrumental y menciona al respecto que «no puede dejar de señalarse la paradoja que significa que plantaciones forestales que ocupan centenares de miles de hectáreas, como las presentes en la zona afectada por los incendios, no hayan sido sometidas a evaluación de impacto ambiental a la fecha. Ello al amparo de una legislación ambiental, y su reglamentación, que solo somete a esta evaluación proyectos de desarrollo forestal definidos como de “dimensiones industriales”, que en esta parte del país requieren de una superficie superior a las 500 hectáreas»10.

			En torno a ello entonces nos surge la pregunta: ¿por qué no se han aplicado estas normas en el caso de las plantaciones que por su ubicación y tamaño ponen en riesgo a la población, como sucede específicamente en la zona interfaz?

			Debido a las características de los incendios forestales en los últimos 14 años, entre 2013 y 2017 se observan factores críticos, particularmente en la interfaz entre los sectores urbanos y rurales. Como se muestra en el subcapítulo sobre incendios forestales, existe una concentración de las ocurrencias (más del 80%) en esta área. El análisis preliminar nos muestra nítidamente que existe una relación entre alta ocurrencia y alta cobertura de vegetación, y se ha mostrado que las 24 comunas críticas se encuentran en un paisaje netamente forestal y que las plantaciones y bosques llegan hasta los límites de los centros urbanos, como sucede por ejemplo en Valparaíso, Curanilahue y Los Álamos. Se suma además la complejidad de la escasez del recurso hídrico en el centro-sur de Chile, consecuencias de la extrema sequía y de la forma intensiva del uso del territorio y el estado extremadamente degradado de las cuencas principales. 

			Considerando los aspectos anteriores, el ordenamiento territorial debería ser la herramienta principal implementada para determinar las dimensiones paisajes y humanas en el contexto del conjunto de cuencas que forman la unidad del paisaje. En resumen, se puede afirmar que en Chile no existe una ordenación territorial ni una planificación de la zona de la interfaz urbano-rural, y no se aplica el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) sobre las plantaciones forestales. Por todo ello, urgen cambios.

			Existen instrumentos y métodos de ordenamiento predial para el sector forestal que se implementan en pocos casos en el sur de Chile. Si estos se aplicaran en todos los predios que se ubican en una cuenca y su periferia podrían proyectar algo semejante a los resultados de una planificación del paisaje y del territorio, es decir responder a una planificación en función de sus oportunidades y fortalezas. Todas las actividades de ordenamiento de predios o paisajes (territorios) deberían ser realizadas en forma participativa para rescatar las verdaderas necesidades y aspiraciones del conjunto de los habitantes en un determinado territorio. 

			No obstante que la propiedad privada está muy bien definida y protegida por la legislación chilena, existe una limitación importante de lo que se puede hacer en un predio privado. Este límite se sobrepasa en el mismo momento en que las actividades implementadas definitivamente hacen daño o ponen en peligro a los predios vecinos, a la población y finalmente a la sociedad. Ejemplos emblemáticos para tales actividades son las tremendas acumulaciones de desechos de la minería (relaves altamente tóxicos) en gigantescos tranques. Esta forma de usar el paisaje muestra el abuso hacia el resto de la población y la sociedad en favor de los intereses de una sola empresa o dueño.

			Esto es un ejemplo de los muchos que se pueden describir. Las empresas productoras de paltas en el norte causan enormes daños ambientales; destruyen todo un paisaje y consumen la poca agua disponible. Podríamos seguir y seguir de un ejemplo a otro y siempre con el mismo resultado: ¡algo no es correcto! 

			Analizando el desafío con un cierto sentido común, es obvio que un paisaje, una cuenca, un río o un estero tiene sus condiciones naturales típicas, de las cuales lo más destacable es su limitación. Esto quiere decir que es exactamente ese punto el que no se debería sobrepasar para asegurar la regeneración permanente. Por ejemplo, si en verano un estero tiene su caudal mínimo constante de 10 l/s, entonces no se puede aprovechar de manera permanente y en ningún momento más de aquella cantidad de agua. Sobrepasarlo establece una irresponsabilidad frente a su sustentabilidad. Así se pueden analizar paso por paso todos los ecosistemas intervenidos para definir y entender su potencial regenerativo y productivo permanente. 

			Estos datos pueden definirse como los «hotspots» (puntos críticos) del potencial sustentable del uso del paisaje en observación, y que sobre esta base se instale el ordenamiento territorial (land use planning), que quiere decir que los datos del potencial regenerativo y productivo, y las actividades económicas productivas implementadas (ejemplo: ganadería), se cruzan con los datos sobre el número de personas que habita el territorio. Esto en conjunto forma la base de planificar el uso sustentable a largo plazo del territorio a intervenir, considerando en la planificación los mismos derechos a todos los actores. Los principales elementos a tomar en cuenta para un ordenamiento territorial son:

			
					Cuencas y manejo de aguas.

					Restauración de paisaje y dinámica ecológica.

					Biodiversidad. ¿Qué porcentaje de los ecosistemas está protegido? ¿Cuáles son los ecosistemas menos protegidos y representados?

					Desarrollo local y áreas productivas.

					Recreación cultural y espiritual.

					Corredores biológicos.

					Tamaño de los cultivos y diseño en el paisaje.

					Disponibilidad de agua para la población y sus actividades productivas.

			

			Estos elementos deberían considerarse al momento de realizar una planificación de territorio; ellos no solamente nos dan cuenta de las características físicas y ecológicas del paisaje, sino que, además, nos hablan sobre cómo los diferentes ecosistemas y áreas productivas aportan para el desarrollo del territorio y a su gente. En resumen, necesitamos diseñar soluciones de planificación concretas de acuerdo con: a) las potencialidades y límites del territorio, y b) de acuerdo con las necesidades de desarrollo de las personas que lo habitan.

			El ordenamiento territorial participativo es clave para obtener estas respuestas, porque permite definir en conjunto los ecosistemas intervenidos, el ser humano que vive en el paisaje y sus actividades en el territorio. En el proceso participativo verdadero y permanente los grandes actores tendrán que aprender de flexibilidad y aceptar las precisiones de sus vecinos.

			
b) Cambio climático, la mayor amenaza ambiental

			En cuanto se habla de las actividades humanas en nuestro planeta, destacan sorprendentes alteraciones ambientales y sociales. En 1800, al sobrepasar los mil millones de habitantes en la tierra, quedaron huellas de cambios profundos en los ecosistemas naturales, detectándose el inicio del cambio climático. 

			Desde entonces, la población ha crecido hasta llegar a 7,711 mil millones de personas en el mundo y según las predicciones de Naciones Unidas12 se podría ascender a 9.700 millones en 2050 y a más de 11 mil millones en 2100. Will Steffen, profesor emérito de la Escuela Fenner de Medio Ambiente y Sociedad en la Universidad Nacional de Australia sostiene que «el problema no es sólo el aumento de la población en sí, sino el aumento aún más rápido del consumo mundial»13 (que por supuesto está distribuido de manera desigual).  Hay consenso en que la población mundial está creciendo más allá de los límites de la sustentabilidad ecológica.

			En relación lo anterior, en la Tierra hemos sustituido mil millones de hectáreas de bosques nativos por superficies de producción agropecuaria. El dióxido de carbono (CO2) que es parte importante de los gases de efecto invernadero (GEI), ha aumentado de 265 PPM14(preindustrialización), llegando recientemente a 411 PPM en la atmósfera15. Hoy por hoy, no hay ninguna duda sobre la relación que existe entre el calentamiento global y el aumento del CO2 y otros GEI16 en la atmósfera. Este aumento es causado por dos factores:

			
					Destrucción de los bosques y sus suelos por el desmonte con quema, y

					Combustión de gigantescas reservas de hidrocarburos (energía fosil) almacenados durante millones de años en reservas subterráneas. Al respecto, es importante tener en cuenta que toda esta reserva fósil es resultado de la fotosíntesis realizada por plantas y algas y que estas reservas energéticas son limitadas.

			




Todos los ecosistemas globales están sujetos a procesos de cambios permanentes: cambios del clima, de la composición de especies, del magnetismo terrestre, de la intensidad de la radiación solar, entre otros. Se trata de cambios siempre dinámicos, y como requieren de miles y hasta de millones de años, las especies tienen algún tiempo para adaptarse a ellos o pueden desarrollarse nuevas especies, pero el cambio climático actual ha sido extremadamente abrupto y en cierto modo violento. Desde la década de 1950 existe un proceso descontrolado que se expresa en una alteración de la temperatura de los mares, descongelamiento de las capas de hielo polares, entre muchos otros fenómenos globales con incidencia a nivel global, nacional y local. 

Según World Resource Institute17, Chile está entre los países que sufren más cambios negativos por la disminución de las precipitaciones y aumento de la temperatura, especialmente en Chile Central, la zona más poblada, entre las regiones IV a X. Bajo un régimen de sequías prolongadas por la dinámica natural de la Oscilación Sur –conocida como Fenómeno del Ñino–, se presentan en los últimos años cambios notables en las corrientes del océano Pacífico y también en su temperatura. Los pronósticos son muy preocupantes, quizás fatales, para muchos ecosistemas naturales. En el ámbito de la política pública, si bien se habla de la adaptación al cambio climático, lo cierto es que no ha habido una manifestación ni voluntad real de hacer los cambios necesarios y urgentes.

Paralelamente, es importante considerar las relaciones entre factores claves, tales como la relación directa entre consumo de recursos y crecimiento de la economía, ambos determinados por el aumento constante de la población bajo un modelo de desarrollo basado en el crecimiento permanente. Estudios de la demanda de energía primaria indican que el crecimiento es proporcional al aumento de la población18, de manera que torna imposible desarrollar una «economía sin carbono» o «baja en carbono». Actualmente, la energía fósil participa con más del 80% en el consumo global de energía, es decir el mundo se mueve basado en energía fósil.

Los conocimientos sobre la importancia y la influencia del CO2 atmosférico en el clima se conocen desde hace más de 120 años. En 1896, el químico sueco Svante Arrhenius, Premio Nobel de Química en 1903, descubrió que la combustión de carbono mineral y de petróleo podía causar un aumento de la temperatura global, aunque su participación en el aire fuera baja (en la actualidad 0,0411%).

Finalmente, el consumo ha aumentado más allá de lo que el químico podría haber imaginado. Cuatro décadas más tarde, en 1939, el ingeniero de vapor británico Guy S. Callendar, reveló que los cinco años anteriores habían sido los más calurosos registrados hasta ese momento, señalando que la humanidad es «capaz de acelerar los procesos de la naturaleza». En 1957, H. Suess y R. Revelle, concluyeron que «los seres humanos ahora están realizando un experimento geofísico a gran escala de un tipo que no podría haber ocurrido en el pasado ni reproducirse en el futuro».

El primer informe sobre cambio climático (Los Impactos del Dióxido de Carbono en la Atmósfera, a largo plazo), presentado por Jason19 al Departamento de Energía de los Estados Unidos (abril 1979), menciona numerosos descubrimientos de carácter catastrófico. Por ejemplo, que las temperaturas globales aumentarán en un promedio de dos a tres grados centígrados; que el acceso al agua potable y la producción agrícola caerán, lo que provocará una migración masiva a una escala sin precedentes. El dato más importante fue el efecto de un clima cambiante en los polos, incluso –dice– que un calentamiento mínimo podría llevar a un descongelamiento acelerado de la capa de hielo de la Antártida Occidental, elevando el nivel de los océanos en 4,5 m.
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